
16786 15 junio 1983 BOE.—Núm. 142

MINISTERIO DE JUSTICIA
16784 REAL DECRETO 1284/1983 (rectificado), de 9 de fe­

brero, por el que se indulta parcialmente a Ma­
nuel Sánchez Alcántara.

Advertido error en el texto remitido para la publicación del citado 
Real Decreto, inserto en el «Boletín Oficial del Estado» número 122, 
de 23 de mayo, ee transcribe a continuación Íntegro y debidamente 
rectificado:

Visto el expediente de indulto de Manuel Sánchez Alcánta­
ra, condenado por la Audiencia Provincial de Córdoba, en sen­
tencia de 18 de marzo de 1081, como autor de cuatro delitos de 
violación, a cuatro penas de once años de prisión mayor, y 
como autor de un delito de aborto, a la pena de seis meses de 
arresto mayor, con el límite legal para su cumplimiento que 
establece la regla 2.“ del artículo 70 del CódigonPenal, y te­
niendo en cuenta las circunstancias que concurren en los 
hechos;

Vistos la Ley de 18 de junio de 1870, reguladora de la gra­
cia de indulto, y el Decreto de 22 de abril de 1938;

De acuerdo con el parecer del Ministerio Fiscal y del Tribu­
nal sentenciador, a propuesta dél Ministro de Justicia y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 
9 de febrero de 1083,

Vengo en indultar a Manuel Sánchez Alcántara de la terce­
ra parte de las penas impuestas en la expresada sentencia. 

Dado en Madrid a 0 de febrero de 1983.
JUAN CARLOS R.

El Míoistro de Justicia,
FERNANDO tEDESMA BARTRET

MINISTERIO DE DEFENSA
16785 ORDEN 111/1412/1983, de 2 de mayo, por la que 

se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 14 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel Marino de Paz, hoy 
seguido por su viuda, doña María Asunción Gonzalo 
de Miguel.

Excmo. Sr.¡ En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta dél Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel Marino 
de Paz, hoy seguido por su viuda, quien postula por si mismo; 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Consejo Supremo de Justicia Militar de 4 de abril 
de 1079 y de 5 de noviembre de 1980, se ha dictado sentencia 
con fecha 14 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva es como 
sigue;

«Fallamos: Que teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 4 de abril de 1970 
y c.e 5 de noviembre de 1980, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Manuel 
Marino de Paz, hoy su viuda, con el porcentaje del 90 por 100, 
que le será abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer 
especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en lá "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»



En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1882, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

16786 ORDEN 111/01413/1983, de 2 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 24 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Andrés Leira Pérez, ex Mari­
nero Fogonero de la Armada.

Excmo. Sr : En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Andrés Leira 
Pérez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 2 de diciembre de 1081, 
se ha dictado sentencia con fecha 24 de enero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos estimar y estimamos el recurso interpuesto por don 
Andrés Leira Pérez contra resoluciones de la Sala de Gobierno 
del Consejo Suprema de Justicia Militar, declaramos la nulidad 
de estas resoluciones y, consecuentemente, disponemos que di­
cha Sala da Gobierno efectúe nuevo señalamiento de haberes 
pasivos a favor del actor, conforme al porcentaje del 90, con 
efectos económicos desde 1 de abril de 1978, y no hacemos 
especial condena do costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la «Colección Legislativa", 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa­
llarás
Excmo. Sr, Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

16787 ORDEN 111/01769/1983, de 30 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 4 de febrero de 
1983, en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Enrique Torres Díaz, Carabinero.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Enrique Torres 
Díaz, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra Resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 14 de octubre de 1981 y 27 de enero de 1982, 
se ha dictado sentencia con fecha, 4 de febrero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las Resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 14 de octubre de 1981 
y de 27 de enero de 1982, disponiendo que se efectúe nuevo se­
ñalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Enrique 
Torres Diaz, con el porcentaje del 90 por 100, que le será abo­
nado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial con­
dena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertaré en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos,, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere

el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 30 de mayo de 1983.—?. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de 

Justicia Militar.

16788 ORDEN 111/01770/1983, de 30 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 31 de enero 
de 1983 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Jenaro del Castillo del Río, Cabo 
de Aviación.

Excmo. Sr,: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante, don Jenaro del Castillo 
del Río, quien postula por sí mismo, y de otra como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 10 de septiembre y 16 de diciembre de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 31 de enero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso en el particular 
referente al empleo de Capitán como regulador del haber pa­
sivo, hemos de tener por allanada a la Administración y debe­
mos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de septiembre de 1981 
y 16 de diciembre de 1981, disponiendo que se efectúe nuevo seña­
lamiento de la pensión de retiro del recurrente don Jenaro del 
Castillo del Río con el empleo de Cabo primero y el porcen­
taje del 90 por 100 que le será abonado con efectos de 1 de 
abril de 1978, sin costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando; lo pronunciamos, mandamos 
y firmalmos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 30 de mayo de 1983.—P. D.. el Secretario genera] 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

16789 ORDEN 111/01771/1983, de 30 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 22 de febre­
ro de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Juan Jiménez Esteban.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Juan Jimé­
nez Esteban, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada. la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del listado, contra Resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 4 de julio de 1080 y 20 de enero de 1081, se ha 
dictado sentencia con fecha 22 de febrero de 1983, cuya parte dis­
positiva es como sigue:

«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por el Procurador don Eduardo Muñoz-Cuellas y 
Pernia, en nombre y representación de don Juan Jiménez Este­
ban, contra las Resoluciones del Ministerio de Defensa de 4 de 
julio de 1980 y 20 de'enero de 1081, dictadas en el expediente 
administrativo a que se refieren estas actuaciones, Resoluciones 
que anulamos por no ser conformes a Derecho, y declaramos 
que procede la aplicación al recurrente de los beneficios deriva­
dos del Real Decreto-ley 6/1078, de 6 de marzo, y no hacemos 
expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será re­
mitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de-1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa núme­
ro 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.


